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l.   INTRODUCCIÓN 

La fiscalidad patrimonial constituye un pilar fundamental dentro del sistema 
tributario estatal, abarcando una serie de impuestos que inciden sobre la 
acumulación y transmisión de riqueza. En este capítulo, se analizarán los 
principales tributos que conforman este ámbito: el Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones, el Impuesto sobre el Patrimonio y el Impuesto Temporal sobre la 
Solidaridad de Grandes Fortunas.  

Más allá de sus particularidades a nivel nacional, el estudio de estos impuestos 
requiere una reflexión sobre dos cuestiones clave dentro de la fiscalidad 
internacional: la delimitación territorial tributaria y la doble imposición 
internacional. La delimitación territorial de los tributos ha evolucionado a lo largo 
del tiempo, desplazando los antiguos criterios basados en nacionalidad y 
territorialidad hacia enfoques más modernos que priorizan la residencia fiscal 
como factor determinante. Este cambio responde a la creciente globalización 
económica y a la necesidad de adaptar los sistemas fiscales a una realidad en 
la que los contribuyentes pueden tener vínculos con múltiples jurisdicciones. 

Por su parte, la doble imposición internacional se manifiesta cuando un mismo 
hecho imponible es gravado en dos o más países. Desde una perspectiva 
jurídica, esta situación ocurre cuando una misma persona es objeto de 
tributación por el mismo concepto en diferentes jurisdicciones. Desde el punto 
de vista económico, la doble imposición se presenta cuando un mismo ingreso o 
patrimonio es sometido a tributación en más de una ocasión, incluso cuando los 
sujetos obligados no sean los mismos. La existencia de este fenómeno genera 
distorsiones económicas y puede afectar la competitividad y movilidad de los 
contribuyentes. 



Para mitigar estos efectos, los Estados han desarrollado distintos mecanismos 
de coordinación fiscal. En el ámbito internacional, la suscripción de Convenios 
para evitar la doble imposición (CDI) representa una de las herramientas más 
efectivas, al permitir la armonización de criterios entre países y la asignación de 
derechos tributarios. Estos convenios, generalmente bilaterales, establecen 
reglas claras sobre la atribución de rentas y patrimonios, evitando la 
superposición de obligaciones fiscales. Adicionalmente, el intercambio de 
información fiscal entre administraciones tributarias facilita la detección de 
posibles abusos y la cooperación en la lucha contra la evasión fiscal. 

Asimismo, a nivel interno, los Estados pueden implementar medidas unilaterales 
destinadas a reducir la doble imposición, como la aplicación de deducciones, 
exenciones o la imputación de impuestos pagados en el extranjero. La 
combinación de estas estrategias busca garantizar un sistema tributario más 
equitativo y eficiente, minimizando los obstáculos derivados de la interacción 
entre distintos sistemas fiscales. 

En este capítulo, se abordarán estos aspectos con especial referencia al 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, el Impuesto sobre el Patrimonio y el 
Impuesto sobre la Solidaridad de Grandes Fortunas, analizando sus 
implicaciones en el contexto fiscal español y su interacción con los principios de 
delimitación territorial y doble imposición internacional. 

Dada su relevancia en el momento actual, el capítulo también aborda, la 
propuesta de imposición global mínima para los “ultrarricos”, y, desde el punto 
de vista de derecho comparado, la imposición sobre el patrimonio en los países 
de la OCDE. 
 
2.  IMPUESTO SOBRE SUCESIONES Y DONACIONES 

En España, el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (ISD) es un tributo de 
carácter directo y personal que grava el incremento patrimonial derivado de 
transmisiones a título lucrativo, aplicándose exclusivamente a personas físicas y 
dejando fuera de su ámbito a las jurídicas. 

Desde un punto de vista técnico-tributario, podría considerarse una extensión del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF), dado que comparte 
ciertos principios estructurales y características. Sin embargo, su configuración 
autónoma responde a la necesidad de diferenciar las adquisiciones 
patrimoniales gratuitas de aquellas generadas por rendimientos del trabajo o 
actividades económicas. 

El ISD abarca diversas modalidades de transmisión, desde sucesiones y 
herencias hasta donaciones entre vivos. También incluye determinados seguros 
de vida cuando el beneficiario es distinto del tomador, pues en estos casos se 
genera un incremento patrimonial que se encuadra dentro del ámbito impositivo 
del impuesto. 

La determinación de la base imponible parte del valor real de los bienes o 
derechos transmitidos, con la posibilidad de aplicar deducciones por cargas y 
deudas asociadas a la adquisición. Este cálculo es esencial para establecer la 
cuantía del tributo, cuya aplicación puede variar según factores como el 
parentesco entre el transmitente y el receptor, así como las bonificaciones y 
reducciones que cada comunidad autónoma pueda establecer. 



2.1. ÁMBITO DE APLICACIÓN TERRITORIAL: DELIMITACIÓN EXTERNA. 
DELIMITACIÓN INTERNA 

2.1.1.  Delimitación externa 

El ISD se aplica en todo el territorio español, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 2 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre. Sin embargo, esta aplicación 
se realiza respetando los regímenes forales específicos del País Vasco y 
Navarra, regulados por los sistemas de concierto y convenio económico 
vigentes. Asimismo, su alcance puede estar condicionado por lo establecido en 
los Tratados y Convenios Internacionales suscritos por España. 

En cuanto a su distribución territorial, el Reglamento del ISD, en su artículo 6, 
contempla la posibilidad de ceder la gestión del impuesto a las Comunidades 
Autónomas (CCAA), en base a lo estipulado originalmente en la Ley 30/1983 y 
posteriormente en la Ley 22/2009, que regula el sistema de financiación de las 
autonomías y de las ciudades con estatuto de autonomía. Esta normativa 
establece el marco de competencias fiscales dentro del país, incluyendo la 
gestión y recaudación del ISD a nivel autonómico. 

Si bien el artículo 2 de la LISD establece la aplicación general del impuesto, su 
alcance práctico es limitado. En la realidad, son las normas que regulan la 
obligación personal y real de tributar las que determinan con precisión cómo se 
exige este tributo. Adicionalmente, la distribución de competencias entre el 
Estado y las CCAA se rige por el concierto y convenio económico, así como por 
las leyes de financiación autonómica. 

En términos generales, el ISD se exige en todo el territorio nacional, lo que 
incluye las islas, el mar territorial y el espacio aéreo español. No obstante, su 
aplicación depende de dos modalidades de tributación: 

1. Obligación personal, que afecta a contribuyentes con residencia 
habitual en España. La determinación de la residencia se realiza conforme a 
la normativa del IRPF, según el artículo 6 de la LISD. Esto implica que 
aquellos residentes en España deben tributar por el conjunto de bienes 
adquiridos, independientemente del lugar en el que se encuentren. 
2. Obligación real, aplicable a personas físicas sin residencia habitual en 
España. En este caso, la tributación se limita exclusivamente a los bienes 
ubicados en territorio español, sin que la nacionalidad del causante o del 
contribuyente influya en la imposición. 

Estas diferencias determinan el alcance del impuesto y las exigencias fiscales 
de cada contribuyente. La obligación personal implica el pago del impuesto sobre 
la totalidad del patrimonio adquirido, sin importar dónde se encuentren los 
bienes, mientras que la obligación real restringe la imposición a los activos 
ubicados en España. 

Dado que la normativa del ISD remite a la regulación del IRPF para definir la 
residencia habitual, es relevante considerar la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, 
que establece ciertos criterios para esta determinación. Un contribuyente se 
considerará residente en España si: 

• Permanece en el país más de 183 días en un año natural, incluyendo 
ausencias esporádicas salvo que se acredite residencia fiscal en otro 
Estado. 



• Su núcleo de actividad económica o intereses personales se encuentra 
en España. 

• Su cónyuge no separado legalmente y sus hijos menores de edad también 
residen habitualmente en territorio español. 

Además de establecer los criterios de residencia, el ISD incorpora mecanismos 
para evitar la doble imposición internacional. En concreto, la Ley 29/1987, en su 
artículo 23, prevé una medida unilateral para reducir la imposición en casos en 
los que un contribuyente deba tributar en otro país por un impuesto similar. Este 
ajuste se realiza mediante una deducción equivalente al menor entre lo 
efectivamente abonado en el extranjero y el resultado de aplicar el tipo medio del 
ISD sobre los bienes o derechos gravados en otro país. 

Además de la mencionada medida unilateral, deben considerarse las 
disposiciones recogidas en los Convenios para evitar la doble imposición 
suscritos por España, que, en lo relativo al Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones, se limitan a los firmados con Francia, Grecia y Suecia. 

Convenio con Francia 

Este Convenio, firmado el 8 de enero de 1963, se aplica principalmente a las 
herencias, si bien incluye también una mención a las donaciones. Su eje principal 
es el concepto de residencia, definiendo como residentes a las personas 
sometidas a imposición en uno de los Estados por razón de su domicilio, 
residencia, sede de dirección, estatuto jurídico u otros criterios similares. En caso 
de conflicto, se establecen reglas sucesivas para determinar la residencia: 

• Se atenderá a la existencia de una vivienda permanente. 

• Si existe en ambos Estados, se considerará residente donde mantenga 
sus lazos personales y económicos más estrechos (centro de intereses 
vitales). 

• Si no pudiera determinarse tampoco así, se atenderá al lugar de 
residencia habitual. 

• Si la persona no reside habitualmente en ninguno de los dos, se 
considerará su nacionalidad. 

• En caso de doble nacionalidad o de no poseer la de ninguno de los 
Estados, estos deberán resolver la cuestión de común acuerdo. 

Pese a que el criterio central es la residencia, el Convenio incluye una cláusula 
de trato no discriminatorio, por la que los nacionales de uno de los Estados no 
pueden estar sujetos en el otro a obligaciones fiscales diferentes o más gravosas 
que las aplicadas a sus propios nacionales. 

Entre las normas materiales más relevantes, cabe destacar: 

• Los bienes inmuebles tributan en el Estado en el que se encuentran 
situados. 

• Los bienes muebles corporales tributan en el Estado en el que estén 
localizados en el momento del fallecimiento, salvo los barcos, aeronaves 
y automóviles, que tributan en el Estado de matrícula. 

• Los bienes muebles incorporales (valores mobiliarios, derechos de 
crédito, patentes, etc.) tributan en el Estado de residencia del causante. 

Convenio con Grecia 



Firmado el 6 de marzo de 1919, se trata de un texto muy antiguo, limitado 
exclusivamente a las sucesiones mortis causa y basado en el criterio de 
nacionalidad. Contiene disposiciones hoy en día obsoletas, como la necesidad 
de asegurar los bienes mediante el sellado por parte de la autoridad competente, 
medida que solo podía levantarse en presencia del cónsul del otro Estado, quien 
incluso era reconocido como representante de la herencia. 

En cuanto a la exigencia del impuesto, se establece que cada Estado contratante 
solo puede gravar los bienes situados en su propio territorio, sin que pueda 
extenderse la imposición a bienes muebles o inmuebles ubicados en el otro 
Estado. 

Convenio con Suecia 

Este Convenio, suscrito el 25 de abril de 1963, se estructura, al igual que el 
francés, en torno al criterio de residencia, remitiéndose al Convenio bilateral 
sobre el Impuesto sobre la Renta para delimitar dicho concepto. Se consideran 
residentes aquellas personas sometidas a imposición en uno de los Estados por 
razón de su domicilio, residencia, sede de dirección o cualquier otro criterio 
similar, excluyéndose expresamente a quienes estén sujetos únicamente 
respecto de rentas o patrimonio de fuente o localización en dicho Estado. 

Se aplican las mismas reglas presuntivas que en el Convenio con Francia para 
los casos de doble residencia, y también se incluye una cláusula de igualdad de 
trato, garantizando que los nacionales de un Estado no se vean sometidos en el 
otro a imposiciones más onerosas que las que afectan a sus propios ciudadanos. 

Por último, cabe destacar la sentencia del Tribunal de Luxemburgo de 3 de 
septiembre de 2014, dictada como consecuencia de un procedimiento de 
infracción iniciado por la Comisión Europea contra España, relativo a la 
compatibilidad de la normativa española del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones con la libre circulación de capitales, en la que se condenó a nuestro 
país, pues se privaba a los no residentes de las ventajas fiscales autonómicas, 
al negarse la conexión de estos con una Comunidad Autónoma. 

Para llegar a esta conclusión el Tribunal considera que los herederos y 
donatarios, sean residentes o no residentes, en su calidad de sujetos pasivos del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones en España se encuentran en una 
situación comparable, respecto a la que no cabe establecer una diferencia de 
trato, toda vez que la normativa interna coloca a los contribuyentes residentes y 
no residentes en un mismo plano. 

Como consecuencia de dicho pronunciamiento, desde el año 2015 los sujetos 
pasivos del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones que son residentes en un 
Estado miembro de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo están 
legitimados para invocar la normativa tributaria propia aprobada por la 
Comunidad Autónoma donde radique el mayor valor de sus bienes y derechos 
por los que se exija el Impuesto.  

Más recientemente, la Ley 11/2021, de Medidas de prevención y lucha contra el 
fraude fiscal, modificó la disposición adicional segunda de la Ley 29/1987, de 18 
de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones con el fin de ampliar 
a todos los no residentes los beneficios que ya se venían aplicando a los no 
residentes que residieran en otro país de la Unión Europea o del Espacio 
Económico Europeo. Dicha ampliación es consecuencia de la traslación a 



nuestro ordenamiento de la jurisprudencia del Tribunal de Luxemburgo en 
materia de libre circulación de capitales, que en el ámbito de la imposición 
patrimonial resulta plenamente aplicable en aquellas situaciones en que la 
titularidad de bienes o derechos ubicados o susceptibles de ejercitarse en 
España corresponde a una persona física residente en un tercer Estado.   

2.1.2. Delimitación interna 

a) Entre los territorios forales y el territorio común 

El régimen fiscal especial del País Vasco y Navarra otorga a estas comunidades 
autonomía en la gestión de determinados tributos, incluido el Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones. Para garantizar una correcta aplicación, el Concierto 
Económico del País Vasco y el Convenio Económico de Navarra establecen 
tanto las reglas de aplicación de la normativa foral como los puntos de conexión 
que determinan qué administración tiene competencia sobre el impuesto. 

En el caso del País Vasco, la Ley 2/2002 reconoce que las Diputaciones Forales 
tienen potestad para gravar a personas no residentes en España en situaciones 
específicas. Por ejemplo, cuando un contribuyente tenga su residencia en el 
extranjero y el mayor valor de los bienes o derechos adquiridos se encuentre en 
territorio vasco. También pueden exigir el impuesto sobre cantidades derivadas 
de contratos de seguros de vida cuando estos hayan sido formalizados con 
aseguradoras residentes en el País Vasco o con entidades extranjeras que 
operen en la comunidad. Si el causante reside fuera del país, la competencia 
sobre la recaudación del tributo recaerá en las Diputaciones Forales cuando los 
herederos o donatarios sean residentes en el País Vasco. 

En cuanto a la fiscalidad interna de los residentes en España, el impuesto se 
gestiona de acuerdo con el lugar de residencia del causante o la ubicación de 
los bienes. Así, las adquisiciones por herencia o seguro de vida tributan en el 
País Vasco si el fallecido tenía su residencia habitual en la comunidad en el 
momento del devengo. En el caso de donaciones de bienes inmuebles, el 
impuesto se aplica si el bien está ubicado en territorio vasco, mientras que, en 
las donaciones de bienes muebles y derechos, se grava cuando el donatario 
reside habitualmente en el País Vasco. 

Por su parte, el Convenio Económico de Navarra, regulado por la Ley 25/2003, 
establece un esquema similar. Navarra es competente para recaudar el ISD 
cuando el causante resida en el extranjero, pero conserve su condición política 
de navarro. También en casos en los que el heredero o donatario sea residente 
habitual en Navarra, o cuando el mayor valor de los bienes y derechos adquiridos 
se localice dentro de la comunidad foral. Además, el impuesto se aplica sobre 
seguros de vida suscritos en Navarra con aseguradoras locales o extranjeras 
que operen en la región. 

A nivel interno, el tributo se exige en sucesiones y legados si el fallecido era 
residente habitual en Navarra. También en la percepción de seguros de vida 
cuando el causante residía en la comunidad antes de su fallecimiento. Para las 
donaciones de bienes inmuebles, el impuesto se aplica si el bien está localizado 
en Navarra. En el caso de otros bienes y derechos, la tributación depende de la 
residencia del donatario. 

Este sistema garantiza que la fiscalidad sucesoria y de donaciones en País 
Vasco y Navarra se adapte a sus regímenes forales, delimitando competencias 



de acuerdo con la residencia del contribuyente y la ubicación de los bienes 
transmitidos. 

b) Entre las diversas Comunidades Autónomas de régimen común. 

La normativa vigente en materia de financiación autonómica está regulada por la 
Ley 22/2009, de 18 de diciembre, que establece el sistema de financiación de 
las Comunidades Autónomas de régimen común y de las Ciudades con Estatuto 
de Autonomía, además de introducir modificaciones en varias normas tributarias. 
En su artículo 32 se delimitan los puntos de conexión y el alcance de la cesión 
del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, los cuales resultan similares a los 
anteriormente mencionados. No obstante, la normativa de cesión de tributos a 
las Comunidades Autónomas de régimen común establece que, cuando el 
causante no haya tenido residencia habitual en una de estas comunidades, 
aunque su heredero o donatario sí la tenga, o si el sujeto pasivo tampoco reside 
en una de ellas, incluso en el caso de que el causante sí haya sido residente, la 
gestión y recaudación del impuesto corresponde a la Administración del Estado. 

En todos los casos, tanto las Comunidades Autónomas forales como las de 
régimen común deben respetar y aplicar los Convenios y Tratados 
Internacionales suscritos por España dentro de sus respectivos territorios 
cuando tengan competencia sobre el tributo. 

En definitiva, el ISD se configura como un impuesto que grava, por obligación 
personal, la herencia universal del contribuyente, y por obligación real, 
únicamente los bienes y derechos situados en España. Para evitar la doble 
imposición internacional, España ha firmado tres convenios específicos, con 
Francia, Grecia y Suecia, además de incorporar en la LISD una medida unilateral 
para reducir o paliar sus efectos. 

Respecto al tratamiento de los no residentes, los territorios forales pueden exigir 
el ISD cuando la totalidad de los bienes adquiridos esté ubicada en el País Vasco 
o Navarra, mientras que las Comunidades Autónomas de régimen común no 
gravan nunca a los no residentes ni a los casos en los que el causante de la 
sucesión no haya sido residente. En estos supuestos, el tributo es exigido 
directamente por el Estado, aunque los sujetos pasivos no residentes tienen la 
posibilidad de acogerse a la normativa autonómica correspondiente, conforme a 
lo dispuesto en la disposición adicional segunda de la Ley del ISD. 
 
3. IMPUESTO SOBRE EL PATRIMONIO 

3.1. ÁMBITO DE APLICACIÓN TERRITORIAL 

El Impuesto sobre el Patrimonio es un tributo de carácter directo, subjetivo y 
personal, cuya aplicación se produce de forma periódica. Su devengo tiene lugar 
el 31 de diciembre de cada año, tomando como referencia el patrimonio neto de 
las personas físicas en ese momento. A efectos fiscales, el patrimonio neto se 
define como el conjunto de bienes y derechos con contenido económico de los 
que una persona es titular, descontando las cargas, gravámenes, deudas y 
obligaciones personales que disminuyen su valor. 

Según lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, el impuesto 
se aplica en todo el territorio español, aunque con excepciones derivadas de los 
regímenes forales del País Vasco y Navarra, regulados a través del Concierto y 



Convenio Económico. Asimismo, su aplicación está sujeta a lo estipulado en los 
Tratados y Convenios Internacionales suscritos por España. 

La cesión del impuesto a las Comunidades Autónomas se rige por la normativa 
específica que regula dicha cesión, estableciendo el alcance y condiciones de la 
gestión para cada una de ellas. Al igual que ocurre con el Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, su aplicación requiere considerar la delimitación del 
territorio dentro del cual el tributo puede ser exigido, así como la distribución de 
competencias entre el Estado y las autonomías. Además, los Tratados y 
Convenios Internacionales firmados por España juegan un papel fundamental en 
la regulación de la doble imposición, aunque su impacto práctico dentro de la 
legislación del impuesto es limitado. En la práctica, son las normas que regulan 
la obligación personal y real de contribuir las que determinan con mayor precisión 
la aplicación del tributo. 

Para comprender el tratamiento fiscal de los residentes y no residentes, es 
necesario analizar lo dispuesto en los artículos 5, 6 y 32 de la Ley 19/1991, junto 
con la disposición adicional cuarta, que establece criterios específicos para la 
tributación de los no residentes. La combinación de estos preceptos permite 
definir con claridad quiénes están sujetos al impuesto y bajo qué condiciones. 

3.1.1. Delimitación Externa 

La normativa del tributo distingue entre sujetos pasivos por obligación personal-
aquellos que tengan su residencia fiscal en España- que tributan por todo su 
patrimonio, estén donde estén situados los bienes, derechos y obligaciones que 
lo conformen y sujetos pasivos por obligación real, aquellos que no tengan su 
residencia fiscal en territorio español, en los términos de lo establecido por la 
normativa del IRPF, que deben tributar, solamente, por los bienes, derechos y 
obligaciones que estén situados, pudieran ejercitarse o hubieran de cumplirse en 
el territorio de nuestro país.  

A tales efectos, se considerarán situados en territorio español los valores 
representativos de la participación en fondos propios de cualquier tipo de 
entidad, no negociados en mercados organizados, cuyo activo esté constituido 
en al menos el 50 por ciento, de forma directa o indirecta, por bienes inmuebles 
situados en territorio español. 5.Uno.b) 

Este nuevo punto de conexión, que afecta a la titularidad indirecta de bienes 
inmuebles situados en territorio español a través de entidades domiciliadas en 
otros Estados contratantes, ha sido recientemente introducido mediante la Ley 
38/2022, de 27 de diciembre, para el establecimiento de gravámenes temporales 
energético y de entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito y 
por la que se crea el impuesto temporal de solidaridad de las grandes fortunas, 
y se modifican determinadas normas tributarias. En concreto, dicha norma ha 
introducido una modificación en el artículo 5. Uno.b) de la Ley 19/1991, del 
Impuesto sobre el Patrimonio.  

Más adelante se analiza la incidencia que tendrán los convenios para evitar la 
doble imposición (en adelante, CDI) celebrados por España en este nuevo punto 
de conexión.  

En materia de doble imposición internacional, la Ley del Impuesto sobre el 
Patrimonio (LIP) establece una medida unilateral destinada a evitar, o al menos 
paliar, los efectos de la doble imposición que pudiera producirse sobre los 



incrementos patrimoniales gravados por dicho impuesto. Esta medida se recoge 
en el artículo 32 de la norma. 

La doble imposición internacional a la que se refiere esta disposición es la 
denominada doble imposición jurídica, es decir, aquella situación en la que un 
mismo contribuyente se ve sometido a tributación por un mismo patrimonio o 
renta en dos o más Estados distintos. Esta circunstancia suele derivarse de la 
aplicación por parte de cada Estado de diferentes criterios de sujeción territorial 
(como la residencia o la localización de los bienes), los cuales no se coordinan 
entre sí y, en ocasiones, incluso favorecen que se produzca dicha doble 
imposición. 

Al igual que ocurre en otros tributos de carácter directo y personal, como el IRPF 
o el Impuesto sobre Sociedades, la normativa reguladora del Impuesto sobre el 
Patrimonio prevé un mecanismo de deducción en cuota cuando se produzca 
doble imposición internacional jurídica. En concreto, cuando el contribuyente 
esté sujeto al impuesto por obligación personal, tendrá derecho a deducir, en 
relación con los bienes situados y los derechos que puedan ejercerse o deban 
cumplirse fuera de España, la menor de las siguientes cantidades: 

A) El importe efectivo de lo satisfecho en el extranjero por razón de 
gravamen de carácter personal que afecte a los elementos patrimoniales 
computados en el impuesto. 
B) El resultado de aplicar el tipo medio efectivo de este impuesto a la 
parte de base liquidable gravada en el extranjero. 

Se entiende como tipo medio efectivo el resultado de multiplicar por cien el 
cociente obtenido de dividir la cuota íntegra resultante de la aplicación de la 
escala por la base liquidable, expresándose con dos decimales. 

Además de la citada medida unilateral, hay que añadir las que derivan de los 
Convenios suscritos por España para evitar la doble imposición que son muy 
numerosos, pues se incluyen en los Convenios para evitar la doble imposición y 
para el intercambio de información del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y del Impuesto sobre el Patrimonio, en los que, siguiendo los diferentes 
modelos de la OCDE, España ha acordado para evitar bilateralmente la doble 
imposición. 

En dichos Convenios se puede resumir que, en general, lo que se establece es 
que los bienes inmuebles pueden ser gravados por el Estado en que estén 
situados, mientras que los bienes muebles y los de carácter inmaterial se gravan 
por el Estado en que residan los contribuyentes. 

Como se ha señalado previamente, tras la modificación introducida por la Ley 
38/2022, la Ley 19/1991 del Impuesto sobre el Patrimonio establece que se 
considerarán situados en territorio español los valores representativos de los 
fondos propios de cualquier entidad —residente o no residente— no negociados 
en mercados organizados, cuyo activo esté constituido, directa o indirectamente, 
en más de un 50% por inmuebles localizados en territorio español. Todo ello, 
naturalmente, sin perjuicio de lo que dispongan los tratados internacionales 
firmados por España en materia fiscal. 

Una de las principales cuestiones que plantea esta reforma, desde la perspectiva 
del Derecho tributario internacional, es la compatibilidad del nuevo punto de 
conexión con los Convenios para evitar la doble imposición (en adelante, CDI) 



suscritos por España, especialmente en lo relativo a la tributación de la titularidad 
indirecta de inmuebles situados en España a través de entidades radicadas en 
otros Estados contratantes. 

Con carácter general, debe señalarse que los CDI firmados por España y 
ajustados al Modelo de Convenio de la OCDE (en adelante, MC OCDE) no 
permiten someter a imposición, en el marco del Impuesto sobre el Patrimonio, la 
titularidad de acciones o participaciones en entidades no residentes cuyo activo 
esté compuesto mayoritariamente por inmuebles situados en España. 

El artículo 22 del MC OCDE establece que, como regla general, la potestad 
tributaria sobre el patrimonio recae exclusivamente en el Estado de residencia 
del contribuyente. No obstante, se contemplan tres excepciones: 

(i) bienes inmuebles, 

(ii) bienes muebles afectos a un establecimiento permanente, y 

(iii) buques y aeronaves explotados en el tráfico internacional, cuya 
tributación se reserva al Estado de residencia del operador. 

De conformidad con esta previsión, la titularidad de participaciones en entidades 
—cualquiera que sea su residencia— por parte de un no residente solo puede 
ser gravada por su Estado de residencia. En consecuencia, según el tenor literal 
del MC OCDE, España no estaría facultada para gravar, a través del Impuesto 
sobre el Patrimonio, la titularidad indirecta de inmuebles situados en su territorio 
cuando los titulares sean personas físicas no residentes. 

Ahora bien, España ha formulado una reserva al artículo 22 del MC OCDE en 
los siguientes términos: 

“13. España se reserva el derecho a gravar el patrimonio constituido por 
acciones u otros derechos en una sociedad cuyos activos consistan 
principalmente en propiedad inmobiliaria situada en España, o por 
acciones u otras participaciones que atribuyan a su titular un derecho de 
disfrute de propiedad inmobiliaria situada en España, o por acciones u 
otros derechos que constituyan una participación sustantiva en una 
sociedad residente de España”.  

Esta reserva permite neutralizar el efecto del artículo 22.4 del MC OCDE en 
relación con las denominadas "sociedades inmobiliarias". Sin embargo, no 
resulta suficiente por sí sola para aplicar directamente el nuevo punto de 
conexión introducido por el artículo 5.Uno.b) de la Ley 19/1991. Para ello, es 
necesario que el CDI aplicable contenga expresamente una cláusula que 
atribuya a España la potestad de gravar la titularidad indirecta de inmuebles 
situados en su territorio. 

Por tanto, el nuevo punto de conexión será plenamente aplicable en los 
siguientes supuestos: 

1. Cuando el titular indirecto de los inmuebles situados en España sea 
residente en un Estado que no tenga suscrito un CDI en vigor con España. 

2.  Cuando el CDI aplicable no incluya una cláusula análoga al artículo 
22 del MC OCDE, o incorpore expresamente una excepción que habilite 
a España para gravar dicha titularidad indirecta. 



Por el contrario, cuando el CDI aplicable siga fielmente el modelo de la OCDE y 
no contemple una cláusula específica que habilite la imposición de la titularidad 
indirecta de inmuebles en el Estado de situación de los mismos, la potestad 
tributaria corresponderá exclusivamente al Estado de residencia del 
contribuyente. En estos casos, el nuevo punto de conexión introducido por la Ley 
38/2022 no habilita a España para someter a tributación la titularidad indirecta 
de bienes inmuebles en el marco del Impuesto sobre el Patrimonio.  

3.1.2. Delimitación Interna 

a) Entre los territorios forales y el territorio común 

En el marco del Concierto y el Convenio Económico se establecen las normas 
que determinan la aplicación de la normativa foral o común, así como los puntos 
de conexión que definen qué administración tiene la competencia para la 
exacción del impuesto. 

En relación con el País Vasco, es especialmente relevante el tratamiento de los 
no residentes en España. Según el artículo 24 de la Ley 12/2002, de 23 de mayo, 
el tributo será exigido por la Diputación Foral competente o por la Administración 
del Estado, dependiendo de si el contribuyente está sujeto a una u otra 
administración en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, sin que la 
ubicación de los bienes influya en esta determinación. Para aquellos 
contribuyentes sujetos al impuesto por obligación real, el tributo será gestionado 
por las Diputaciones Forales cuando el mayor valor de los bienes y derechos se 
encuentre en territorio vasco. A efectos fiscales, se considera que un bien o 
derecho radica en el País Vasco si está situado físicamente en la comunidad, si 
puede ejercerse en ella o si su cumplimiento debe realizarse dentro de su 
territorio. Además, los no residentes cuya última residencia haya estado en el 
País Vasco tienen la posibilidad de optar por tributar bajo la obligación personal, 
pudiendo hacerlo conforme a la normativa del territorio común o foral. 

Por otro lado, el Convenio Económico con Navarra, regulado por la Ley 25/2003, 
de 15 de julio, establece los puntos de conexión que determinan la atribución del 
Impuesto sobre el Patrimonio a la Comunidad Foral. En este sentido, Navarra es 
competente para la gestión y recaudación del tributo en los mismos supuestos 
en los que tiene competencia para la exacción del IRPF, independientemente de 
la ubicación de los bienes o de los derechos susceptibles de ser ejercidos. En el 
caso de contribuyentes sujetos al impuesto por obligación real, corresponde a 
Navarra la recaudación del tributo cuando el mayor valor del patrimonio radique 
en su territorio o cuando los derechos deban ejercerse o cumplirse en la 
comunidad. Asimismo, los no residentes que hayan tenido su última residencia 
en Navarra pueden optar por tributar bajo la obligación personal, eligiendo entre 
la normativa del territorio común o la propia normativa foral. 

Este sistema de distribución de competencias asegura que la fiscalidad del 
Impuesto sobre el Patrimonio en el País Vasco y Navarra se adapte a sus 
regímenes forales, estableciendo criterios diferenciados según la residencia del 
contribuyente y la ubicación de los bienes o derechos gravados. 

b) Entre las diversas Comunidades Autónomas de régimen común 

La legislación vigente en materia de financiación autonómica está regulada por 
la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, que establece el marco normativo para la 
gestión de los tributos cedidos a las Comunidades Autónomas de régimen común 



y a las Ciudades con Estatuto de Autonomía. Dentro de este esquema, su 
artículo 31 delimita el alcance de la cesión y los puntos de conexión aplicables 
al Impuesto sobre el Patrimonio. Según lo dispuesto en este artículo, el 
rendimiento del impuesto es cedido a las Comunidades Autónomas y se 
considera producido en el territorio de cada una de ellas cuando el sujeto pasivo 
tenga su residencia habitual en dicho territorio. 

Aunque el sistema foral y el régimen común presentan diferencias en cuanto a 
la delimitación territorial del tributo, el resultado es similar en ambos casos: el 
impuesto recae sobre aquellos contribuyentes que, en la fecha de devengo, sean 
considerados residentes según los criterios del IRPF en el caso de las 
comunidades forales, y de acuerdo con la Ley 22/2009 en el régimen común, 
cuyo esquema sigue una lógica similar a la establecida en el IRPF. 

Independientemente del sistema de financiación autonómica aplicable, tanto las 
Comunidades Autónomas de régimen común como las forales deben respetar la 
aplicación de los Convenios y Tratados Internacionales suscritos por España en 
materia fiscal. Estos acuerdos, enmarcados en la normativa internacional, 
establecen reglas que regulan la doble imposición y buscan garantizar una 
tributación equitativa para los contribuyentes con bienes o derechos en distintas 
jurisdicciones. 

Además, la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha influido 
en la normativa del Impuesto sobre el Patrimonio. A raíz de la anteriormente 
mencionada sentencia del 3 de septiembre de 2014 del TJUE, se ha incorporado 
a la Ley una disposición adicional, la cuarta, que establece un nuevo régimen 
tributario para los no residentes y los bienes situados fuera de España. Esta 
modificación permite que los contribuyentes que no residan en territorio español 
puedan acogerse a la normativa fiscal de las Comunidades Autónomas cuando 
lo consideren oportuno, ampliando las opciones de tributación aplicables a estos 
sujetos. 

En conclusión, el Impuesto sobre el Patrimonio grava, por obligación personal, 
el patrimonio global del contribuyente y, por obligación real, únicamente los 
bienes y derechos situados en España. Existen múltiples convenios 
internacionales destinados a evitar la doble imposición, además de medidas 
unilaterales diseñadas para mitigar su impacto. En lo que respecta al tratamiento 
de los no residentes, los territorios forales pueden exigir el impuesto cuando el 
mayor valor de los bienes se encuentre en el País Vasco o en Navarra. Por el 
contrario, en el régimen común, los no residentes no son gravados por las 
Comunidades Autónomas, sino por el Estado, aunque estos sujetos pueden 
optar por aplicar la normativa autonómica según lo dispuesto en la disposición 
adicional cuarta de la Ley del Impuesto sobre el Patrimonio. 
 
4. IMPUESTO TEMPORAL DE SOLIDARIDAD DE LAS GRANDES 

FORTUNAS  

4.1. ÁMBITO DE APLICACIÓN TERRITORIAL 

El Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas, regulado en la 
Ley 38/2022, de 27 de diciembre, fue concebido como un mecanismo 
complementario al Impuesto sobre el Patrimonio, con el objetivo de reforzar la 
imposición sobre los patrimonios de mayor cuantía. Su entrada en vigor, tras su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado (BOE) el 28 de diciembre de 2022, 



introdujo una nueva figura impositiva de naturaleza estatal, directa y personal, 
cuya finalidad es gravar a los contribuyentes con patrimonios superiores a 
3.000.000 de euros mediante una cuota adicional. 

A efectos de este impuesto, se considera patrimonio el conjunto de bienes y 
derechos de contenido económico de los que una persona física sea titular, 
descontando las cargas, gravámenes, deudas y obligaciones personales que 
afecten su valor. La determinación de los bienes y derechos sujetos al tributo 
sigue un principio de continuidad patrimonial, de modo que aquellos que 
formaban parte del patrimonio en el devengo anterior se presumen integrados 
en el actual, salvo que el contribuyente pueda acreditar su transmisión o pérdida 
patrimonial. 

Según lo dispuesto en su artículo 3, el impuesto se aplicará en todo el territorio 
español, respetando los regímenes forales del Concierto Económico del País 
Vasco y el Convenio Económico de Navarra, así como los Tratados y Convenios 
Internacionales que han sido incorporados al ordenamiento jurídico español. Una 
diferencia clave respecto al Impuesto sobre el Patrimonio es que este gravamen 
no puede ser cedido a las Comunidades Autónomas, lo que implica que su 
gestión y recaudación quedan exclusivamente en manos del Estado, 
garantizando su aplicación uniforme en todo el país. 

De hecho, el establecimiento de este impuesto se enmarca dentro de un contexto 
de armonización fiscal, derivado de la disparidad de políticas tributarias entre las 
Comunidades Autónomas en materia de imposición patrimonial. En los últimos 
años, algunas de ellas han optado por modificar el tratamiento fiscal del 
patrimonio, llegando incluso a eliminar en la práctica su tributación. Esta 
situación ha generado diferencias significativas en la carga tributaria entre 
contribuyentes, dependiendo de su lugar de residencia, con una clara 
divergencia entre aquellas comunidades que han mantenido el régimen estatal 
del Impuesto sobre el Patrimonio y las que han implementado bonificaciones que 
reducen su impacto económico. 

El Impuesto de Solidaridad introduce una cuota estatal adicional, sumándose a 
la tributación patrimonial autonómica y estableciendo un criterio homogéneo de 
imposición sobre los patrimonios más elevados. Desde el punto de vista técnico, 
su diseño responde a la necesidad de evitar que las disparidades normativas 
entre comunidades autónomas propicien estrategias de planificación fiscal 
destinadas a minimizar la carga tributaria sobre el patrimonio. 

Desde una perspectiva jurídica, la creación de este impuesto plantea cuestiones 
sobre su interacción con el sistema de financiación autonómica, así como su 
compatibilidad con la autonomía fiscal de las Comunidades Autónomas. Al 
tratarse de un tributo de naturaleza estatal no cedible, su recaudación y gestión 
quedan fuera del ámbito competencial de las autonomías, lo que ha generado 
debate sobre su incidencia en la estructura descentralizada del sistema tributario 
español. 

Dado su carácter temporal, su continuidad dependerá de futuras decisiones 
legislativas, en función de la evaluación de sus efectos y su adecuación al 
esquema tributario español. La evolución de este gravamen en los próximos 
años determinará si permanece como una medida excepcional o si se consolida 
como una figura impositiva permanente dentro del sistema tributario español. 



Este impuesto representa un nuevo elemento dentro de la estructura fiscal del 
país, con un impacto directo en la tributación de los grandes patrimonios. Su 
aprobación ha generado debate en el ámbito jurídico y económico, en torno a la 
necesidad de garantizar una tributación equitativa que equilibre los principios de 
suficiencia recaudatoria, equidad tributaria y autonomía fiscal. 

4.2. DELIMITACIÓN EXTERNA 

El Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas mantiene una 
correlación directa con el Impuesto sobre el Patrimonio, compartiendo una 
estructura de gravamen similar en cuanto a sus sujetos pasivos. De este modo, 
su aplicación se extiende tanto a contribuyentes residentes en España como a 
aquellos no residentes, con diferencias en la forma de tributación según la 
naturaleza de la obligación fiscal. 

El ITSGF grava por obligación personal a las personas físicas que tengan su 
residencia habitual en España, quienes deben tributar sobre el conjunto de su 
patrimonio neto, sin importar la ubicación geográfica de sus bienes o derechos. 
Por otra parte, los contribuyentes no residentes quedan sujetos al impuesto por 
obligación real, lo que implica que únicamente estarán gravados por los bienes 
y derechos que posean en territorio español o aquellos cuyo ejercicio o 
cumplimiento deba producirse dentro del país. Entre los activos que suelen 
integrar esta categoría se encuentran la propiedad inmobiliaria y otros derechos 
reales sobre bienes inmuebles situados en España, así como cuentas bancarias, 
participaciones en sociedades españolas y otros activos de carácter financiero. 

En relación con los impuestos satisfechos en el extranjero, la normativa del 
ITSGF establece que los contribuyentes que tributen por obligación personal 
podrán aplicar una deducción por impuestos pagados en el exterior, en los 
mismos términos previstos en la Ley 19/1991, de 6 de junio, que regula el 
Impuesto sobre el Patrimonio. En estos casos, se permite una reducción de la 
cuota del impuesto en la menor de las siguientes dos cantidades: el importe 
efectivamente abonado en el extranjero por impuestos similares que afecten los 
elementos patrimoniales computados en el impuesto, o el resultado de aplicar el 
tipo medio efectivo del tributo sobre la parte de la base liquidable gravada en el 
otro país. 

Además de esta medida unilateral, también es necesario considerar los 
Convenios para evitar la doble imposición (CDI) suscritos por España, que 
regulan la imposición sobre el patrimonio a nivel internacional. Aunque el ITSGF 
no está expresamente mencionado en la mayoría de estos convenios, el Modelo 
de Convenio de la OCDE (MC OCDE) establece en su artículo 2.4 que se 
incluyen en su ámbito de aplicación los impuestos que, aun sin estar citados 
específicamente, posean una naturaleza equivalente. Dado que el ITSGF guarda 
una relación directa con el Impuesto sobre el Patrimonio, el artículo 22 del MC 
OCDE, que regula el reparto de potestades tributarias sobre el patrimonio entre 
los Estados contratantes, resulta igualmente aplicable a este tributo en materia 
de fiscalidad internacional. 

En lo que respecta a la titularidad indirecta de bienes inmuebles situados en 
España a través de entidades radicadas en otros Estados, la modificación 
normativa afecta tanto al Impuesto sobre el Patrimonio como al ITSGF. En este 
sentido, la incidencia de los CDI se concentrará en aquellos países que no 
tengan suscrito un acuerdo con España, así como en aquellos en los que el 



convenio no contemple el Impuesto sobre el Patrimonio. Igualmente, esta 
reforma afectará a los convenios que incluyan una cláusula específica sobre 
sociedades inmobiliarias, en consonancia con lo previsto en la legislación interna 
vigente. 

Por el contrario, esta modificación no tendrá efectos en los CDI que contemplan 
el Impuesto sobre el Patrimonio, pero que no contienen disposiciones relativas a 
sociedades inmobiliarias, dado que las operaciones vinculadas a estos bienes 
se consideran no sujetas al gravamen. 

Asimismo, tras la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) 
de 3 de septiembre de 2014, los contribuyentes no residentes del Impuesto sobre 
el Patrimonio y del ITSGF tienen el derecho de acogerse a la normativa tributaria 
autonómica de la Comunidad Autónoma donde se localicen sus bienes de mayor 
valor, conforme a lo establecido por la jurisprudencia europea. 

Si bien el legislador español ha adaptado el régimen de imposición patrimonial a 
los principios del Derecho de la Unión Europea, los efectos de esta adecuación 
han sido modificados con la aprobación del ITSGF. Este tributo, al ser de carácter 
estatal, introduce un régimen uniforme que restringe el acceso a los beneficios 
fiscales autonómicos, lo que ha generado ciertas discrepancias respecto a su 
alineación con la normativa comunitaria. 

A nivel formal, la configuración del ITSGF como impuesto estatal que excluye 
ventajas fiscales autonómicas no parece vulnerar directamente el Derecho de la 
Unión Europea, ya que se aplica de manera homogénea tanto a residentes como 
a no residentes. Sin embargo, su diseño introduce diferencias en el tratamiento 
tributario, lo que ha reabierto el debate sobre su compatibilidad con las libertades 
fundamentales consagradas en el Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea (TFUE). 

Uno de los puntos más controvertidos es la exclusión del mínimo exento de 
700.000 euros—establecido en el artículo 3.9 de la Ley 38/2022—para los 
contribuyentes no residentes que tributen por obligación real, mientras que en el 
Impuesto sobre el Patrimonio, regulado en la Ley 19/1991, este mínimo exento 
se reconoce de manera uniforme a todos los sujetos pasivos, 
independientemente de su forma de tributación. 

Otra diferencia sustancial radica en el límite a la cuota íntegra del ITSGF, que 
busca evitar efectos confiscatorios conforme a los principios constitucionales del 
sistema tributario. En la Ley 38/2022, dicho límite se aplica exclusivamente a los 
contribuyentes residentes en España, lo que contradice la doctrina del TJUE en 
su sentencia de 3 de septiembre de 2014, en la que se reconoció el derecho de 
los no residentes, tanto de la Unión Europea como de terceros países, a 
beneficiarse de los incentivos fiscales autonómicos cuando se encuentren en 
una situación comparable a la de un residente. 

4.3. DELIMITACIÓN INTERNA 

4.3.1. Entre los territorios forales y el territorio común 

El Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas ha sido 
incorporado al régimen fiscal de los territorios forales con modificaciones 
específicas que garantizan su aplicación dentro del marco normativo propio del 
País Vasco y Navarra. En el Concierto Económico del País Vasco, se ha 



integrado este tributo como un impuesto concertado, sometido a normativa 
autónoma, estableciendo como criterio de aplicación los mismos principios 
utilizados para el Impuesto sobre el Patrimonio. Es decir, la determinación de la 
normativa y la administración competente seguirá los criterios que 
tradicionalmente han regido la tributación patrimonial en los territorios forales, 
respetando su autonomía tributaria y su capacidad de gestión. 

Por otro lado, en Navarra, el Convenio Económico ha sido modificado en 
términos similares, fijando que la exacción del ITSGF corresponderá a la 
Comunidad Foral, en los mismos términos establecidos en el artículo 17 del 
Convenio Económico. Esta adaptación garantiza la coherencia en la gestión de 
los impuestos patrimoniales dentro de los territorios de régimen foral y asegura 
que los contribuyentes navarros sujetos al tributo lo hagan bajo los principios de 
su normativa específica. Las modificaciones introducidas en ambos regímenes 
tendrán efecto sobre todos los ejercicios en los que el ITSGF permanezca 
vigente, lo que refuerza su integración dentro del marco tributario foral. 

La configuración del ITSGF dentro de los territorios de régimen foral implica que 
se aplican, en términos generales, las mismas normas de delimitación interna ya 
expuestas para el Impuesto sobre el Patrimonio, tanto en lo relativo a la 
determinación del ámbito territorial como en lo concerniente a los sujetos pasivos 
y los criterios de residencia fiscal. De este modo, las disposiciones que rigen la 
aplicación del Impuesto sobre el Patrimonio en los territorios forales resultan 
igualmente aplicables al nuevo impuesto, garantizando su adecuada 
implementación dentro del marco jurídico de cada comunidad. 

4.3.2. Entre las diversas Comunidades Autónomas de régimen común 

En el caso de las Comunidades Autónomas de régimen común, el ITSGF no ha 
sido objeto de cesión, quedando su gestión exclusivamente en manos del 
Estado. Según lo señalado en el preámbulo de la Ley 38/2022, este impuesto 
tiene una función armonizadora, pues su implantación busca reducir las 
asimetrías fiscales existentes en la tributación patrimonial dentro de las 
diferentes comunidades autónomas. En particular, el ITSGF se plantea como una 
medida para garantizar que los contribuyentes con grandes patrimonios soporten 
una carga tributaria similar, independientemente de la comunidad autónoma en 
la que residan, evitando que las diferencias normativas afecten sustancialmente 
la imposición patrimonial. 

Este aspecto es especialmente relevante si se considera que algunas 
comunidades autónomas han decidido bonificar total o parcialmente el Impuesto 
sobre el Patrimonio, eliminando en la práctica la tributación sobre estos activos 
dentro de su territorio. Entre los casos más significativos se encuentran 
Andalucía, Galicia y Madrid, que han establecido medidas para reducir la presión 
fiscal sobre el patrimonio de sus residentes. Esta disparidad ha generado un 
desequilibrio tributario, ya que mientras en algunas comunidades la imposición 
patrimonial se mantiene conforme a los parámetros estatales, en otras ha sido 
modificada sustancialmente, lo que afecta la equidad en la distribución de la 
carga fiscal. 

El Impuesto Temporal de Solidaridad busca restaurar la tributación patrimonial 
en las comunidades autónomas que han optado por reducir o eliminar el 
Impuesto sobre el Patrimonio, garantizando que los contribuyentes con 
patrimonios netos superiores a 3.000.000 de euros queden sujetos a una 



imposición estatal uniforme. A través de esta medida, se establece una cuota 
adicional que compensa la reducción del gravamen autonómico en aquellas 
regiones donde se ha suprimido parcialmente la tributación patrimonial. 

Desde una perspectiva jurídica, la integración del ITSGF dentro del marco fiscal 
español plantea diversas cuestiones en relación con la autonomía fiscal de las 
Comunidades Autónomas y su interacción con el sistema tributario estatal. Al 
tratarse de un impuesto no cedible, su recaudación y gestión quedan en manos 
del Estado, lo que supone una intervención directa en la imposición patrimonial, 
asegurando que la carga fiscal sobre los patrimonios más elevados no dependa 
exclusivamente de las decisiones autonómicas en esta materia. 

 
5. LA IMPOSICIÓN SOBRE EL PATRIMONIO EN LOS PAÍSES DE LA OCDE 

Aunque recientemente ha habido un renovado interés en la imposición sobre el 
patrimonio, los impuestos sobre el patrimonio de las personas físicas son mucho 
menos comunes hoy en día que en el pasado. En el año 1990, 12 países de la 
OCDE que tenían establecido un impuesto sobre el patrimonio, en la actualidad, 
solo tres de estos lo mantienen vigente: Noruega, España y Suiza. A la lista 
anterior debemos añadir a Colombia1  que no era un estado miembro de la OCDE 
en el año 1990. España es el único país de la Unión Europea que tiene un 
impuesto sobre el patrimonio en vigor. 

Las razones para derogar estos impuestos se basan fundamentalmente en que 
no son impuestos cuya recaudación sea muy elevada, pero sí que pueden tener 
efectos negativos en la economía, al desincentivan el emprendimiento y 
perjudican la innovación, lo que puede deteriorar el crecimiento económico a 
largo plazo. Adicionalmente, son impuestos que suponen una doble imposición 
al recaer sobre una renta que, con carácter general, ya ha sido objeto de 
gravamen. 

El proceso de eliminación de esos impuestos ha sido continuo, habiéndolos 
derogado muchos países en los últimos años, entre ellos Austria en el año 1994, 
Dinamarca y Alemania en el año 1997, los Países Bajos en el año 2001, 
Finlandia, Islandia y Luxemburgo en el año 2006, y Suecia un año después. 
Francia fue el último país en derogar su impuesto sobre el patrimonio en 2018, 
sustituyéndolo por un impuesto sobre el patrimonio inmobiliario. 

Si bien esta es la tendencia general, más recientemente, las preocupaciones 
sobre la distribución desigual de la riqueza, combinadas con la necesidad, de 
muchos países, de mayores recursos, han llevado a un renovado interés en los 
impuestos sobre la riqueza. De esta forma, Islandia, que había eliminado su 
impuesto sobre el patrimonio neto en 2006, lo reintrodujo en 2016 como una 
medida "de emergencia" temporal entre 2010 y 2014. Del mismo modo, España 
reintrodujo el impuesto que había sido bonificado al 100%. 

El diseño de los impuestos varía de un país a otro si bien se mantienen 
características comunes entre ellos: el gravamen se establece sobre el 
patrimonio neto, determinados bienes están exentos, habiendo, además, un 
mínimo exento y se exigen sobre el patrimonio mundial de los residentes y sobre 
los bienes localizados en el territorio de los no residentes. 

 
1 Colombia se convirtió oficialmente en miembro de la OCDE, El 28 de abril de 2020, por lo que no era 

uno de los 12 países de la OCDE que en el año 1990 aplicaban el impuesto sobre el patrimonio. 



A continuación, vamos a ver las características principales de estos impuestos. 

5.1. COLOMBIA 

En Colombia, el impuesto al patrimonio, regulado en el Estatuto Tributario 
Colombiano, es un tributo progresivo que grava a aquellos individuos cuyo 
patrimonio neto supera el umbral de 3,5 mil millones de pesos colombianos 
(aproximadamente 800.000€). 

Los tipos de gravamen aplicables varían dentro de un rango progresivo que va 
desde el 0,5 % hasta el 1,5 %, si bien a partir del año 2027, el tipo máximo se 
reducirá al 1 %.  

Como en la mayoría de los casos, la base imponible se determina como el 
patrimonio mundial neto, ya que se permite restar las deudas y pasivos. Si bien, 
existen ciertos bienes exentos tales como la vivienda habitual, o, en algunos 
casos, bienes que hayan sido repatriados a Colombia al amparo de una amnistía 
fiscal. 

En el caso de los no residentes, la sujeción al impuesto es por aquellos bienes 
que estén situados en el territorio colombiano, pudiendo los no residentes 
también disfrutar de determinadas exenciones. 

5.2. NORUEGA 

Por su parte, el impuesto sobre el patrimonio neto en Noruega tiene una larga 
historia, ya que data del año 1892. Si bien el impuesto ha sufrido ajustes y 
modificaciones a lo largo de los años se trata de uno de los tributos más antiguos 
en el país.  

El impuesto grava el patrimonio neto por encima de un mínimo exento, siendo 
también imponible a los no residentes. De esta forma, el impuesto se aplica a los 
individuos cuyo patrimonio neto supera los 1,7 millones de coronas noruegas 
(aproximadamente 150.000€). Este impuesto se aplica sobre el patrimonio neto 
por lo que se permite restar las deudas y otros pasivos, sometiéndose al 
impuesto solo la riqueza neta por encima del umbral exento. 

Por el contrario, en el caso de los no residentes, estarán sujetos por su 
patrimonio en Noruega con independencia del valor del patrimonio en Noruega, 
sin mínimo exento. 

El sistema en Noruega es progresivo, aplicándose una tasa impositiva 
ligeramente superior a los patrimonios por encima de los 20 millones de Coronas 
noruegas (aproximadamente 1,74 millones de EUR), para los que el tipo de 
gravamen aumenta al 1,1 %. 

El impuesto también ofrece exenciones, por ejemplo, ciertos tipos de 
propiedades, como la vivienda principal de una persona, pueden estar exentos 
del impuesto o tener una valoración reducida y se establecen deducciones de 
bienes afectos a una actividad empresarial.  

En cuanto a la recaudación, parte se asigna a los municipios y la otra parte es 
destinada al gobierno central, esto lo convierte en una de las fuentes clave de 
financiación para los gobiernos locales. 

5.3. SUIZA 



El impuesto sobre el patrimonio neto en Suiza tiene una larga historia, ya que se 
implementó por primera vez en 1840. Desde su introducción, el impuesto ha sido 
modificado varias veces, pero ha permanecido como un recurso clave de los 
cantones. 

Al tratarse de un impuesto cantonal cada uno de los 26 cantones tiene capacidad 
normativa, resultando en un sistema muy descentralizado, donde, 
principalmente, las tasas y las exenciones varían significativamente.  

La igual que los anteriores, el impuesto grava el valor total del patrimonio neto 
de las personas físicas, permitiendo la deducción de las deudas y otros pasivos. 
Sin embargo, son numerosas las exenciones que pueden resultar de aplicación.  

Los residentes fiscales en Suiza están sujetos a una obligación tributaria global, 
debiendo declarar por su patrimonio global, es decir, por todos sus activos tanto 
dentro como fuera de Suiza. Sin embargo, el impuesto sobre el patrimonio solo 
se aplica a los activos ubicados en Suiza, incluyéndose los activos extranjeros 
únicamente para determinar el tipo impositivo aplicable: exención con 
progresividad. 

Los no residentes fiscales en Suiza están sujetos por obligación real, solo por los 
activos que poseen dentro del país. 

El impuesto tiene normalmente mínimos exentos, si bien su determinación va a 
depender del cantón de residencia. También la determinación de los bienes 
exentos varía según el cantón, estando normalmente exentos aquellos 
relacionados con la actividad profesional o empresarial, en algunos casos la 
vivienda habitual, los bienes considerados de uso personal, determinadas obras 
de arte, o cuentas de previsión o fondos de pensiones. 

También los tipos de gravamen del impuesto varían entre los cantones, y las 
diferencias pueden ser significativas.  

En los cantones más ricos, como Zúrich, así como en el de Zug o el de Schwyz, 
los tipos son bastante reducidos, en torno al 0,1% (tipo mínimo) al 0.5% en los 
tramos más elevados. Otros cantones, como Vaud o Neuchâtel, aplican tipos 
que ascienden al 1% por lo que las diferencias son notables. 

5.4. EVALUACIÓN DE LA RECAUDACIÓN DEL IMPUESTO  

Según la OCDE, con el tiempo, y a pesar del crecimiento significativo de la 
riqueza global, los ingresos por impuestos sobre la riqueza no han aumentado. 

La mayoría de los países que tienen o han tenido impuestos sobre el patrimonio 
neto experimentaron ingresos estables o decrecientes.  

Aunque la tendencia es difícil de evaluar debido al número limitado de países 
con datos fiables y comparables, estudios han mostrado que la riqueza neta de 
los hogares ha aumentado sustancialmente en las últimas cuatro décadas en los 
países avanzados. Sin embargo, el crecimiento de la riqueza, que en teoría 
significa que las bases imponibles de los impuestos sobre el patrimonio han 
aumentado, no se ha traducido en una mayor recaudación por estos impuestos. 
Según la propia OCDE, esta "paradoja" probablemente sea el resultado de 
cambios en el diseño de los impuestos sobre el patrimonio neto, la falta de 
actualización de los valores de la propiedad, así como comportamientos de 



evasión y elusión fiscal debido a la dificultad que supone gravar a los individuos 
de rentas más altas. 
  
6. PROPUESTA DE IMPOSICIÓN DE LOS “ULTRARRICOS”. 

Si bien, tal como decíamos, los impuestos se han ido desmantelando en números 
países, en la actualidad hay un creciente interés por la imposición sobre la 
riqueza como un medio para disminuir las desigualdades. 

Dentro de este ejercicio, en febrero de 2024, la presidencia brasileña del G20 
solicitó al Observatorio Fiscal de la UE que presentara una propuesta de un 
impuesto a la riqueza que asegurando que se salvaguarda la progresividad fiscal 
global.  

La propuesta del profesor Zucman (presidente del Observatorio Fiscal de la UE) 
abogó por un estándar global de tributación mínima para los “ultrarricos”, una 
reforma para abordar la baja tributación efectiva de los ultrarricos. El informe de 
Zucman se hizo público el 25 de junio de 2024, antes de la reunión de ministros 
de Finanzas del G20 en Río de Janeiro en julio de ese año. 

El informe presenta una propuesta para un estándar internacional que garantice 
una tributación efectiva de los individuos con más de 1.000 millones de dólares 
de patrimonio neto (activos, bienes raíces, acciones, participaciones en 
empresas, etc.). Estos individuos estarían obligados a pagar una cantidad 
mínima de impuestos anuales, equivalente al 2% de su riqueza.  

De manera similar al impuesto mínimo global sobre las empresas, el conocido 
como pilar 2, el impuesto solo tendría que ser pagado por aquellos que no 
paguen el mínimo considerado aceptable mediante otros impuestos: solo los 
individuos que tengan un patrimonio neto muy elevado y no lleguen a pagar el 
mínimo a través de otros impuestos se verían afectados. Como tal, la propuesta 
no es un impuesto sobre el patrimonio, sino que funciona como un impuesto 
complementario. Este mínimo se expresa como un porcentaje del patrimonio, en 
lugar de sobre los ingresos, ya que, considera el informe, que la riqueza es 
mucho más difícil de manipular que la renta.  

Se define un estándar que se puede implementarse de manera flexible por los 
países participantes a través de una variedad de instrumentos nacionales, 
incluyendo un impuesto sobre la renta presunta, un impuesto sobre una noción 
amplia de ingresos o un impuesto sobre la riqueza. 

El informe entiende que los sistemas fiscales no logran gravar efectivamente a 
los individuos de renta y patrimonio “ultra alto”, debido a la facilidad de 
deslocalización, abogando por ello por una actuación coordinada y basada en la 
cooperación internacional. 

Por el motivo anterior, los sistemas fiscales contemporáneos, en lugar de ser 
progresivos, no logran gravar efectivamente a los individuos más ricos. 
Considerando la tributación total, los individuos más ricos tienen a pagar menos 
impuestos en relación con sus ingresos que otros grupos sociales. Los impuestos 
sobre la renta—que en principio constituyen el principal instrumento de 
progresividad fiscal—no logran gravar efectivamente a los individuos de ultra alto 
patrimonio neto. Este fracaso priva a los gobiernos de ingresos fiscales 
sustanciales y contribuye a concentrar las ganancias de la globalización en 



relativamente pocas manos, socavando la sostenibilidad social de la 
globalización económica. 

De esta forma, el impuesto abordaría efectivamente las características 
regresivas de los sistemas fiscales contemporáneos. 

También el informe proporciona estimaciones de ingresos: un impuesto mínimo 
del 2% sobre los ultrarricos equivalentes al 2% de su riqueza recaudaría entre 
200.000 y 250.000 millones de dólares al año a nivel mundial de 
aproximadamente 3.000 contribuyentes; extender el impuesto a individuos con 
un patrimonio neto superior a 100 millones de dólares añadiría entre 100.000 y 
140.000 millones de dólares al año. 

Considera el informe que, basándose en los avances recientes en la cooperación 
fiscal internacional, un estándar común sería factible, pudiéndose aplicar con 
éxito incluso si todos los países no lo adoptaran, mediante el fortalecimiento de 
los actuales impuestos de salida e implementando mecanismos de “recaudador 
de impuestos de última instancia” como en el Pilar 2. 

El impuesto no sustituiría, sino que apoyaría a las políticas fiscales progresivas 
nacionales evitando la evasión a través de la deslocalización de rentas y 
previniendo una carrera hacia el fondo. 

Aún es pronto para saber el recorrido práctico que tendrá la propuesta ya que a 
pesar de que cada vez hay una mayor demanda de este tipo de imposición no 
parece fácil de establecer a nivel global y, los grandes problemas surgidos en la 
implementación práctica del impuesto mínimo a las multinacionales 
probablemente dificulten cualquier tipo de avance en esta materia. 
 
7. CONCLUSIÓN 

La fiscalidad patrimonial, como se ha analizado a lo largo del artículo, se justifica 
por el papel que desempeña en cuanto a la redistribución patrimonial y a 
constituir un instrumento de control de cara a la imposición de otras figuras 
tributarias. La evolución de los criterios de delimitación territorial y la creciente 
preocupación por la doble imposición internacional han requerido la adopción de 
mecanismos que garanticen una tributación más equitativa, así como la 
coordinación fiscal tanto a nivel interno como en el contexto internacional. La 
existencia de convenios bilaterales ha permitido reducir los efectos adversos de 
la doble imposición, facilitando la cooperación entre administraciones tributarias 
y reforzando la transparencia en la gestión fiscal. 

La implementación de impuestos como el Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones, el Impuesto sobre el Patrimonio y el Impuesto Temporal de 
Solidaridad de las Grandes Fortunas refleja la necesidad de adaptar la tributación 
a las particularidades de cada territorio, respetando la diversidad normativa 
derivada de los regímenes forales y el sistema de financiación autonómico. La 
introducción de nuevos tributos ha generado debate en torno a la armonización 
fiscal y la intervención estatal en la imposición patrimonial, especialmente en 
comunidades que han optado por reducir la carga fiscal sobre el patrimonio. En 
este sentido, el desarrollo y aplicación de estos impuestos continuará siendo un 
tema de análisis en el ámbito jurídico y económico, dado su impacto en la 
movilidad de los contribuyentes, la equidad tributaria y la suficiencia recaudatoria 
del sistema fiscal español. 
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